


Curamil Millanao refiere que uno de ellos, desenfundó su pistola o revolver y lo apunta 

diciéndole “… oye indio conchatumadre párate ahí…”, lo que lo hizo detenerse a no mas de tres 

metros.   Quedó inmóvil por el miedo que sintió en ese minuto a que el carabinero le disparara, y 

posteriormente caen tres a cinco carabineros encima, lo tiraron al suelo y mientras estaba en el 

suelo, comenzó a recibir golpes tanto como en la cabeza, en sus costillas y en las piernas.   En ese 

momento los golpes fueron de pie, recibió muchas patadas, posteriormente, lo esposaron y en ese 

momento llega el carro policial, se acerca y se puso de costado y lo suben al carro; lo que pudo ver 

en ese minuto es que subieron cuatro carabineros al carro.   Al interior, esposado con las manos a la 

espalda, lo lanzan al interior con un golpe o empujón y cayó al piso.   En ese minuto le propinan 

innumerable cantidad de golpes de pie, y mientras permanecía con su cara al piso un carabinero le 

dio un golpe en los testículos, posteriormente a eso, lo dan vuelta y comenzó a recibir golpes de 

patadas de nuevo y de puño, un carabinero se sentó encima de su estómago, mirándolo de frente y 

empieza a golpear con sus puño en el rostro, no tenia como cubrirse.   Se sintió asfixiado tanto por 

los golpes que recibía como por la sangre que desde ese minuto comienza a correr en su cara, se le 

llenó la boca, la nariz igual se la “reventaron”, botaba sangre en las dos partes (boca y nariz), incluso 

hubo segundos en los que no pudo respirar; trataba de esconderse de los golpes pero no podía y 

tampoco podía gritar por la seguidilla de golpes que le daban pero cuando se sintió asfixiado logró 

gritar.   No sabe cuantos minutos lo golpearon, se sintió muy agotado ya no tenia fuerza; de pronto 

suben a otro joven al carro también lo golpearon y el cayó sentado en una banca que tiene el carro 

policial.   En ese minuto cree que estaba consciente pero ya no percibía mucho lo que pasaba a su 

alrededor por los dolores de los golpes, lo único que se preocupó era que la sangre pudiera correr y 

no asfixiarse, trataba de voltear su cara, se puso de costado, seguía en el suelo.    

Posteriormente ingresaron mas detenidos al carro, que era una especie de camión más 

pequeño, y al joven que había quedado sentado le dijeron “…tirate de hocico al suelo…”; “…todos 

de hocico al suelo…”; lo que querían era ocultar su rostro para no ser reconocidos, era en lo que 

más insistían porque cuando alguien levantaba un poco la cabeza lo golpeaban de inmediato,  ya de 

puño o patadas y usaban otro material que no sabe cómo se llama, no sabe si era palo u otra cosa.    

Su desesperación era la cantidad de sangre que estaba botando; los minutos para el fueron eternos 

porque necesitaba respirar, moverse, liberarse un poco para sentirse mejor.   El carro dio muchas 

vueltas, las horas fueron muy largas, recuerda que faltando para las 3 de la tarde, mas o menos, los 

ingresaron a un estacionamiento de vehículos policiales (segunda comisaría Temuco) y el fue uno 

de los últimos a quien bajaron; cuando eso sucede, los dos carabineros que lo bajaron, al parecer 

uno era  el conductor del camión, de manera muy agresiva nuevamente lo golpea en la espalda, y él 

no podía afirmarse con sus piernas porque tenía una rodilla muy adolorida; el carabinero mas joven 

que estaba trató de darle un trato como persona pero el otro mayor, era ya un suboficial, Castillo, le 

pudo ver su nombre, ve su condición abajo del camión, que estaba todo ensangrentado, la cara 

inflamada, y le ordenó a otro carabinero meterlo a un calabozo para tirarle agua, lo quiso lavar y lo 



trataba en todo minuto a puros insultos, “… a este negro culiao hay que bañarlo porque así no puede 

estar…”.  El se negó a que lo mojaran con chorros de agua como pretendían, a pesar de la condición 

en la que se encontraba, porque pensó que no era justo ese trato, le dijo que si preferían seguir 

golpeándolo pero que no le dieran ese trato.   Lo dejaron en el estacionamiento, esposado, un 

prologado período de tiempo, las esposas hicieron que se le hinchara las muñecas, el brazo derecho 

lo tenía inflamado y negro producto de la presión de las esposas.    

 

Figura 1:  Ingreso de Alberto Pacual Curamil Millanao al vehículo de carabineros luego de su 

detención.  Presenta su rostro sin lesiones visibles.  Vehículo policial al que es ingresado y 

trasladado. 

 

   

 

 

 

La detención de Alberto Pascual Curamil Millanao fue aproximadamente a las 12 horas y 

refiere que siendo 15 horas aproximadamente no querían llevarlo a constatar lesiones porque ellos 

preferían un Consultorio que atienden después de las 5 de la tarde, esa era la discusión que tenían 

entre carabineros, y uno de ellos decía “…pero es que esta persona no está bien como para tenerlo 

hasta las 5 de la tarde…”.   Había un teniente o subteniente que le preguntó cómo se le produjeron 



esos golpes, porque el solamente fue a ponerle las esposas, y se esmeraba en decir que el no lo 

golpeó.    Discutían entre carabineros y un suboficial que no portaba su nombre en el uniforme decía 

que tenía que hacer un informe de acuerdo al criterio policial nada mas, incluso decía que tenían que 

poner en el informe que él (el detenido) se había propinado solo esos golpes dentro del carro 

policial.   Al tiempo que esto ocurría, sentía una sensación de debilidad, como para caerse al suelo, 

pero trataba de ser fuerte y sostenerse de pie, entonces, como a eso hora de las 3 y media (15.30) 

decidieron llevarlo al Hospital para constatar lesiones, lo subieron a un furgón, pero antes, percibió 

que un suboficial instruía a un teniente para que manipulara bien el informe, le ordeno que tomara 

una cámara fotográfica para hacer unos registros del camión para ver donde el detenido 

“supuestamente” se podría haber golpeado solo.   En el furgón, al exterior del Hospital, esperaron 

mas de una hora nuevamente, golpeaba para que le abrieran y poder respirar, alrededor de las 5 ½ 

a 6  de la tarde aproximadamente, recién lo llaman para ingresarlo en urgencia, luego lo derivaron a 

un pabellón, no se le facilitó camilla, ni siquiera un silla o silla de ruedas que en ese minuto pidió 

porque no podía sostenerse, estuve mucho rato en el pabellón de pie, esperando a que el doctor lo 

llamara para revisar sus lesiones, aproximadamente a las 6, lo revisan, le curan dos cortes, uno en 

la frente y otro en la oreja derecha, le pusieron puntos, le pudieron limpiaron el rostro, le sacaron la 

sangre y posteriormente lo llevaron a otra sala, donde le tomaron radiografías, en su cabeza y en su 

rodilla, finalmente le dicen que tiene un ligamento cortado.    

Permaneció con dolores por varias semanas, aquella lesión provocada en la rodilla no le 

permitía hacer fuerzas que es algo común en el campo donde vive, sintió mareos en ocasiones.   

 

Figura 2.: Muestra de las lesiones provocadas a Alberto Pascual Curamil Millanao, fotografías 

posteriores a la constatación de lesiones. 

  

 



  

 

  

 

Figura 3: Fotografía en audiencia de control de la detención, y, rostro sin lesiones de la 

víctima: 

   

 

La situación padecida por el werkén Alberto Pascual Curamil Millanao configura la hipótesis de 

tortura tanto física como sicológica, que se ejecutó en un vehículo de traslado de detenidos de 

carabineros de Chile, de dotación de la Segunda Comisaría de Temuco, y en el recinto de detención 

propiamente tal, negándole el auxilio necesario ante las precarias condiciones físicas en que se 

encontraba y amenazándolo con prácticas ignominiosas y degradantes, como lo es lanzarle chorros 

de agua mientras se encontraba en indefensión absoluta, con una de sus piernas lesionada, 



manteniéndose en pié sólo a fuerza de voluntad y orgullo.    Sin duda, la conducta desplegada por 

los funcionarios fue dirigida no sólo a infligir padecimiento físico a la víctima, sino además, a 

quebrantar su voluntad mediante expresiones racistas y amenazantes, todo  lo que generó un 

profundo impacto en su integridad sicológica, pues mientras se  proferían epítetos de carácter racista 

cuando era castigado severamente en el piso del vehículo policial por un funcionario que se dispuso 

encima de su vientre para propinarle numerosos golpes de puño, temió por su vida, ya que incluso 

no podía respirar por lo repetitivo e intenso del castigo como por la sangre que colmaba sus vías 

respiratorias.   No es indiferente para la víctima escuchar expresiones como “… oye indio 

conchatumadre párate ahí…”, o bien “… a este negro culiao hay que bañarlo porque así no puede 

estar…”, ambas expresiones proferidas en un contexto de disciplinamiento del cuerpo tienen como 

finalidad última disciplinar el alma, es decir, constituyen en el contexto,  un acto de tortura sicológica, 

por la denostación a la cultura y procedencia étnica de la víctima simbolizando potencial violencia a 

ejercer y desprecio a sus valores.       

Ante los hechos expuesto, la víctima estima que existe un inminente riesgo de encontrarse 

nuevamente con los carabineros que los golpearon y ser revictimizado con nuevos episodios de 

tortura, especialmente por su condición de werkén, llamado a exponer y visibilizar las demandas de 

su lof, en consecuencia, en permanente exposición.  

 

II. En cuanto al Derecho 

  

A.- La regulación de los apremios ilegítimos y de la tortura  

 

 La aplicación de tormentos o tortura, además de constituir un delito en Chile, constituye una 

violación grave a los derechos humanos reconocidos por tratados internacionales vigentes en Chile, 

como el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos. Además, a la incorporación expresa de 

la prohibición de tortura en tratados generales de derechos humanos, la comunidad internacional 

decidió avanzar en fórmulas específicas para la prohibición de esta práctica. El año 1975 fue 

adoptada por la Asamblea General de  Naciones Unidas la “Declaración Sobre Protección a Todas 

las Personas Contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos y Degradantes 

(Resolución 3452 de 9.12.75) y años más tarde se aprobó la Convención Internacional Contra la 

Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos y Degradantes (Res. Asamblea General 39/46, 

de 10 de diciembre de 1984)1. 

 Sobre el valor de dichos instrumentos internacionales, por mandato constitucional, estos 

tratados tienen primacía por sobre las normas de derecho interno. En efecto, el art. 5° de la 

                                                 

1 La Convención Internacional contra la tortura fue suscrita por Chile el  23 de septiembre de 1987 y ratificada el 30 de 
septiembre de 1988. 

 



Constitución Política del Estado, establece expresamente en su inciso 2° que “el ejercicio de la 

soberanía reconoce como limitación el respeto de los derechos esenciales que emanan de la 

naturaleza humana. Es deber de los órganos del Estado respetar y promover tales derechos 

garantizados por esta Constitución, así como por los tratados internacionales ratificados por Chile y 

que se encuentren vigentes”.  

 Al respecto, la Corte Suprema ha declarado que el art. 5 N° 2 recién transcrito, otorga “rango 

constitucional a los tratados que garantizan el respeto de los derechos humanos, concediéndoles 

una jerarquía mayor que a los demás tratados internacionales, en cuanto regulan los derechos 

esenciales que emanan de la naturaleza humana y que “en definitiva los derechos humanos 

asegurados en un tratado de incorporan al ordenamiento jurídico interno, formando parte de la 

Constitución material adquiriendo plena vigencia, validez y eficacia jurídica, no pudiendo ningún 

órgano del Estado desconocerlos y debiendo todos ellos respetarlos y promoverlos, como asimismo, 

protegerlos a través del conjunto de garantías constitucionales destinadas a asegurar el pleno 

respeto de los derechos” (S.C.S Rol 3125-04 de 13.3.2007, considerando trigésimo nono). 

 En cuanto a la definición de tortura en el Derecho Internacional de los Derechos Humanos, 

la Convención Internacional Contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos y 

Degradantes señala que es tortura "todo acto por el cual se infrinja intencionadamente a una 

persona dolores y sufrimientos graves, ya sea físico o mental, con el fin de obtener de ella o de un 

tercero información o una confesión, de castigarla por un acto que haya cometido o se sospeche que 

haya cometido o de intimidar o coaccionar a una persona o a otras o por cualquier razón basada en 

cualquier tipo de discriminación cuando dichos dolores sean ocasionados por funcionarios públicos u 

otras personas en ejercicio de funciones públicas a instigación suya o con su consentimiento o 

aquiescencia. No se considerarán torturas los dolores o sufrimientos que sean consecuencia 

únicamente de sanciones legítimas o sean inherentes o incidentales a éstas".  

En el caso de la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura, el artículo 1º 

establece que “los Estados partes se obligan a prevenir y a sancionar la tortura en los términos de la 

presente Convención” y el art. 2º señala que “se entenderá por tortura todo acto realizado 

intencionalmente por el cual se inflijan a una persona penas o sufrimientos físicos o mentales, con fines 

de investigación criminal, como medio intimidatorio, como castigo personal, como medida preventiva, 

como pena o con cualquier otro fin. Se entenderá también como tortura la aplicación sobre una persona 

de métodos tendientes a anular la personalidad de la víctima o a disminuir su capacidad física o mental, 

aunque no causen dolor físico o angustia psíquica”.  

Se denota claramente que la Convención Interamericana contempla una definición más 

amplia de tortura que la Convención Internacional, especialmente porque el elemento subjetivo 

queda prácticamente eliminado al agregársele la frase “con cualquier otro fin”. Para la Convención 

Interamericana, “el elemento sustancial para definir la tortura es la generación intencional de penas o 

sufrimientos o de métodos diseñados para anular la personalidad de la víctima o disminuir sus 



capacidades”. (“La tortura en el derecho Internacional. Guía de Jurisprudencia”. Asociación para la 

Prevención de la Tortura (APT) y Centro por la Justicia y el Derecho Internacional (CEJIL), 2008. P. 

98).  

Por otra parte, respecto a los parámetros relevantes a la hora de establecer si un hecho 

constituye tortura indicando, en un reciente fallo de la Corte IDH se afirmó que: “(La Corte)… 

siguiendo la definición establecida en la Convención Interamericana para Prevenir y 

Sancionar la Tortura, entendió que se está frente a un acto de tortura cuando el maltrato 

cumple con los siguientes requisitos: i) es intencional; ii) causa severos sufrimientos físicos 

o mentales, y iii) se comete con determinado fin o propósito” (Corte INDH Caso Fernández 

ortega y otros vs. México, Sentencia de 30.8.2010, Párrafo 120). 

 Consciente de sus obligaciones internacionales, el Estado de Chile adecuó su normativa 

interna estableciendo el tipo penal de tormento o apremios ilegítimos en el artículo 150-A del 

Código Penal, mediante la Ley N° 19.567 de 1998. En la Historia de la Ley, se deja claro en un 

informe ante la sala de la Cámara de Diputados, que se “agrega un artículo 150 bis para hacer 

operativa la Convención contra la tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes, 

estableciendo una pena para el delito de tortura, que va de 541 días a 10 años”2. 

 El artículo 150 A del Código Penal de nuestro país, señala que “el empleado público que 

aplicare a una persona privada de libertad tormentos o apremios ilegítimos, físicos o mentales, u 

ordenare u consintiere en su aplicación, será castigado con las penas de presidio o reclusión menor 

en sus grados medio a máximo y la accesoria correspondiente”. En el inciso segundo se establece 

que “las mismas penas, disminuidas en un grado se aplicarán al empleado público que, conociendo 

la ocurrencia de  las conductas tipificadas en el inciso precedente no las impidiere o hiciere cesa, 

teniendo la facultad o autoridad necesaria para ello”.  

 A nivel jurisprudencia, la Ilustrísima Corte de Apelaciones de Arica ha establecido que “(…) 

no cabe duda que la introducción del artículo 150 A del Código Penal por la Ley Nº 19.5667, 

obedeció principalmente a la adecuación de la legislación interna a los tratados internacionales 

suscritos por Chile, en especial, el Pacto contra la Tortura, en atención a las consideraciones 

señaladas en la moción de los parlamentarios que propusieron la modificación legal de que se trata 

ante los excesos cometidos por los agentes del estado”3. 

De esta manera, aunque un caso puede estar caratulado como una causa por apremios 

ilegítimos y tormentos de acuerdo al artículo 150 A del Código Penal, los hechos pueden revestir, a 

la luz de la normativa del Derecho internacional de los Derechos Humanos, el carácter de tortura. Tal 

como señala el profesor Quintana Ripollés, los crímenes internacionales pueden ser reconvertidos al 

tipo penal de la legislación común, rastreando su origen en los trabajos de Renoir y Garzá del año 

                                                 
2 BCN. Historia de la Ley N° 19567. Discusión en Sala. Cámara de Diputados. Página 96. 

3 ICA de Arica. Ministerio Público con José Antonio Fuentealba Arenas. Rol 53-2008. 7 de julio de 2008.  Considerando 
segundo. 



1915: “el mero examen de los tipos incluidos en la calificación de infracciones graves... destacan que 

la mayoría de ellos se hayan previstos y penados en las leyes ordinarias o militares de todos los 

países y cuando no lo son expresamente por su nombre pueden serlo por mera aplicación lógica, no 

analógica de preceptos, como por ejemplo la toma de rehenes por secuestro” (pág. 602, Tratado de 

Derecho Penal, Antonio Quintana Ripollés). 

 De acuerdo a la tipificación nacional, no podemos sino inferir que en los hechos expuestos y 

fundantes de esta acción se reúnen todos los requisitos exigidos por el artículo 150 A del Código 

Penal.   Efectivamente y, tal como se puede apreciar claramente, la situación descrita por la víctima 

del caso, configura y realiza total e íntegramente el tipo penal citado.  

 

B.  Elementos que concurren en la definición de tortura 

 

B.1. Elemento material 

 

Este elemento se refiere a la acción u omisión prohibida por la Convención. Infligir 

intencionadamente a una persona dolores o sufrimientos, físicos o psicológicos, es el primer 

antecedente que configura o delimita el concepto de apremios ilegítimos o tormentos. Los dolores o 

sufrimientos pueden ser causados por métodos físicos o mentales y es menester que éstos para ser 

tales, como señala Cuesta Arzamendi, “constituyan una intromisión o alteración del bienestar de la 

persona”4, por medio de provocarle dolores o sufrimientos capaces de afectar su libertad de voluntad 

individual y por consiguiente, capaces de vencer su resistencia.   Además, dicho concepto incluye, 

como se ha argumentado anteriormente, las prácticas que aún sin causar dolor, tienden a anular la 

personalidad de la víctima o disminuir su capacidad física o mental. 

Por lo tanto, caerá bajo el concepto de apremiar ilegítimamente o atormentar, todo acto que 

sea considerada una conducta prohibida5 por el Derecho Internacional de los Derechos Humanos. A 

nivel nacional, la Ilustrísima Corte de Apelaciones de Arica6, sobre el tipo penal, ha sostenido: 

“Que la norma ni el Código Punitivo define los conceptos de tortura ni de apremios 

ilegítimos.  

El Diccionario de la Lengua Española de la Real Academia de la Lengua define la palabra 

tormento como acción y efecto de atormentar o atormentarse, angustia o dolor físico, dolor 

corporal que se causaba al reo para obligarle a confesar o declarar, congoja o aflicción, 

persona o cosa que causa dolor físico o moral . 

A su vez define la palabra torturar como dar tortura, atormentar. 

                                                 
4 Ibídem. 

5 Como se explicará en el apartado C. número 2 y siguientes. 

6 ICA de Arica. Ministerio Público con José Antonio Fuentealba Arenas. Rol 53-2008. 7 de julio de 2008.  Considerando 
segundo. Ver además ICA de Coyhaique. 18 de diciembre de 2006. Rol 92-2006. Considerando primero. 



Y define la voz tortura como grave dolor físico o psicológico infligido a una persona, con 

métodos y utensilios diversos, con el fin de obtener de ella una confesión, o como medio de 

castigo, dolor o aflicción grandes, o cosa que lo produce. 

Y define apremio como acción y efecto de apremiar. 

A su vez define apremiar como dar prisa, compeler a uno a que haga prontamente una cosa, 

oprimir, apretar, compeler u obligar a uno con mandamiento de autoridad a que haga alguna 

cosa. (…)”. 

 

Dicha conceptualización jurisprudencial no se desvía del desarrollo internacional y recoge 

todas las hipótesis contenidas en los tratados internacionales, incluido los apremios sicológicos o las 

actuaciones tendientes a anular su personalidad. 

En síntesis, el elemento material está dado principalmente por la acción de infligir 

intencionadamente a una persona dolores o sufrimientos, físicos o psicológicos.   La situación vivida 

por el afectado, se caracteriza además como ilegítima e ilegal, por cuanto el ordenamiento jurídico 

no impuso –causa legal- la obligación jurídica de soportar su imposición; tampoco concurrió en su 

aplicación ninguna causal de justificación, exculpación o cualquiera otra norma permisiva o eximente 

de responsabilidad penal en relación a estas conductas explícitamente ilegales. 

  Los apremios ilegítimos no solo comprenden sufrimiento mental, sino como dice la 

Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura “Se entenderá también como 

tortura la aplicación sobre una persona de métodos tendientes a anular la personalidad de la víctima 

o a disminuir su capacidad física o mental, aunque no causen dolor físico o angustia psíquica”.  

En cuanto a la severidad del sufrimiento, la Corte IDH ha señalado que se deben tomar en 

cuenta la circunstancias específicas de cada caso, considerando “las características del trato, tales 

como la duración, el método utilizado o el modo en que fueron infligidos los padecimientos, los 

efectos físicos y mentales que éstos pueden causar, así como las condiciones de la persona que 

padece dichos sufrimientos, entre ellos, la edad, el sexo, el estado de salud, entre otras 

circunstancias personales” (Corte INDH Caso Fernández ortega y otros vs. México, Sentencia de 

30.8.2010, párr. 122). 

 

 Del relato de los hechos, podemos concluir que el werkén don Alberto Pascual Curamil 

Millanao sufrió diversos apremios tanto físicos como psíquicos, golpes y agresión verbal, los que se 

agravan en consideración a que ellos fueron infringidos o proferidos teniendo en consideración su 

pertenencia a la etnia mapuche, nuevamente recordamos la expresión “… oye indio conchatumadre 

párate ahí…”; que proferida por quien se encuentra facultado por ley para portar y usar armas, 

representa un escenario fáctico posible de un mal mayor cuando en el contexto de su detención es 

víctima de tortura, violencia injustificada en contra de un detenido reducido, esposado, vulnerable.      



Tales apremios se prolongan en el tiempo toda vez que, existe la posibilidad cierta de ser 

nuevamente victimizado por alguno de sus aprehensores pues en su calidad de werkén debe 

atender asuntos que tienen que ver con la relación de su lof con el Estado de Chile, cuestión que lo 

expone a revictimización.    

 

B.2. Intencionalidad.  

 

Este requisito se encuentra contenido tanto en la descripción típica del artículo 150-A del 

Código Penal, como en la Convención contra la Tortura y en la Convención Interamericana para 

Prevenir y Sancionar la Tortura. Todos estos instrumentos, requieren que el acto sea realizado 

“intencionalmente” o “intencionadamente”, es decir, el acto del agente estatal debe ser deliberado. 

De acuerdo a la redacción del art. 150 A, para la comisión del tipo se requiere dolo directo, pues 

como señala Garrido Montt “…la acción consiste en atormentar o apremiar ilegítimamente a un 

tercero, lo que importa que el empleado público, en su calidad de tal, debe disponer que se obre en 

la forma recién descrita. Tiene que querer hacer sufrir física o psíquicamente a la víctima, las voces 

en referencia presuponen tal voluntariedad”7.   Este elemento de intencionalidad distingue a este tipo 

penal de otros como las lesiones o mutilaciones (395 y siguientes del Código Penal) y excluye a la 

culpa.   

Respecto de la situación vivida por el werkén Alberto Pascual Curamil Millanao, y que fue 

expuesta al inicio de esta presentación, queda en evidencia que las agresiones sufridas fueron actos 

plenamente voluntarios y conscientes, realizados por funcionarios públicos, carabineros, tanto en la 

vía pública, como en el vehículo de transporte de detenidos y finalmente en dependencias de la 

segunda comisaría de Temuco.   

 

B.3. Elemento teleológico 

 

Se entiende por elemento teleológico, el objetivo o finalidad buscada a través de la tortura, 

por el Estado que la práctica o tolera. La Convención Internacional contra la Tortura enumera tres 

finalidades diferentes y al menos una de ellas debe concurrir, para que un acto u omisión que 

produzca dolores o sufrimientos físicos o mentales constituya tortura: 

 

1. Finalidad Indagatoria, que consiste en buscar u obtener información de parte de la víctima, 

que puede ser sobre un hecho real o supuesto, propio o de un tercero. 

2. Finalidad Intimidatoria, que busca atemorizar a la víctima o a un determinado grupo-por 

ejemplo su familia. 

                                                 
7 Mario Garrido Montt, “Derecho Penal”, tomo II, Editorial Jurídica de Chile, tercera edición, 2003, página 410.  

  



3. Finalidad Punitiva, donde simplemente se trata de castigar al torturado. 

 

La Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura establece que la tortura 

podrá estar motivada por los fines señalados y por “cualquier otro fin”, con lo cual supera en el 

ámbito latinoamericano, la discusión sobre la motivación de los agentes. Sin perjuicio de considerar 

que la finalidad no es el elemento de mayor preponderancia en la calificación de las conductas 

prohibidas, es posible considerar que el conjunto de agresiones cometidas por los carabineros en 

contra de la víctima Alberto Pascual Curamil Millanao, en el episodio descrito, contienen algunos de 

los diversos fines prohibidos.   Simplemente se castiga a las víctimas mediante golpes, pies, puños, 

al tiempo que los insultan mediante epítetos discriminatorios y racistas, además, quien 

aparentemente debía controlar el actuar de los funcionarios, acrecientan la ignominia por cuanto en 

presencia de la víctima procuran reinventar los sucesos en un afán acomodaticio claramente 

intimidatorio.      .  

 

B.4. Sujeto Activo  

 

Para la legislación nacional, la definición de tortura exige que el autor de las torturas sea un 

sujeto especial8. En el caso de la Convención Internacional, el sujeto activo de la tortura debe ser un 

funcionario público u otra persona en el ejercicio de funciones públicas, o un particular a instigación 

de alguno de los anteriores o que hubiese actuado con el consentimiento o aquiescencia de 

aquellos. Por tanto sólo podrán cometer torturas, según la Convención: 

 

1°. Los/as funcionarios/as públicos/as y quienes ejerzan funciones públicas, ya sea como 

autores de las torturas, instigadores, consentidores o complacientes de las mismas. 

2°. Los/as particulares bajo conocimiento  o aceptación de un ente público o de un ente que 

ejerza funciones públicas. 

 

En cambio, en el sistema interamericano se elimina la referencia al sujeto activo (“Derecho 

Internacional de los Derechos Humanos. Normativa, Jurisprudencia y doctrina de los sistema 

universal e interamericano”. Oficina Regional para América Latina y el Caribe del Alto Comisionado 

de Naciones Unidad para los Derechos Humanos”, 2° ed. Santiago de Chile, 2007. p. 179).   

 El caso en cuestión cumple con los requisitos especiales del tipo penal, por cuanto la víctima 

se encontraba privada de libertad, desde el momento en que fue aprehendido por carabineros y 

conducidos a una edificación institucional, dependencias de la segunda Comisaría de Temuco. Por 

                                                 
8 Garrido Montt señala que un delito de sujeto especial, dice relación con la calidad  de las personas que pueden ser sus 
autores, entendiéndolo como “aquel que  el tipo exige para su concreción que el sujeto que realiza la conducta descrita 
cumpla condiciones específicas. Si éstas no se dan en el sujeto activo, el hecho deja de ser típico o pasa a constituir  un 
tipo distinto”; “Derecho Penal”, tomo II, Editorial Jurídica de Chile, tercera edición, 2003. 



otra parte, se trata de funcionarios/as públicos/as, por cuanto fueron funcionarios de Carabineros de 

Chile quienes ordenaron o consintieron y ejecutaron los apremios ilegítimos que debió soportar la 

víctima.  

 

 C. La prohibición de tortura, penas o tratos crueles, inhumanos o degradantes 

  

 En el Derecho Internacional de Derechos Humanos, existe consenso sobre la prohibición 

absoluta de someter a personas a torturas, tanto así, que la prohibición de someter a personas a 

torturas, penas o tratos inhumanos, crueles y degradantes, se considera una norma de ius cogens9, 

es decir, una norma imperativa que forma parte del orden público internacional, no admitiendo 

reservas o estipulaciones convencionales en contrario10. La tortura, también es objeto de una intensa 

regulación a nivel del Derecho Internacional Convencional, estableciéndose su prohibición en 

numerosos instrumentos internacionales y tratados especializados ratificados por el Estado de Chile, 

como lo es la Declaración sobre la Protección de Todas las Personas contra la Tortura y Otros 

Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes11, la Convención contra la Tortura y Otros Tratos 

o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes12 y la Convención Interamericana para Prevenir y 

Sancionar la Tortura13.  

 Por otra parte, en otros instrumentos internacionales y tratados de Derechos Humanos de 

carácter general suscritos por Chile, contienen normativas que prohíben de manera absoluta 

cualquier mal trato hacia personas privadas de libertad, así lo dispone la Declaración Universal de 

Derechos Humanos14, el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos15, la Declaración 

Americana sobre los Derechos y Deberes del Hombres16 y la Convención Americana sobre 

Derechos Humanos (CADH)17, entre otros instrumentos relevantes. 

 El artículo 5° de la Convención Americana sobre Derechos Humanos (CADH), establece 

                                                 
9 Informe Relatores Especiales de la ONU. Situación de los detenidos en la bahía de Guantánamo. 27 de febrero de 
2006. E/CN.4/2006/120 . Párr. 43.  

10 Convención de Viena de Derecho de los Tratados, artículo 53 y 71. Adoptada el 23 de mayo de 1969. Entrada en 
vigor: 27 de enero de 1980. Ratificado por el Estado de Chile el 9 de abril de 1981  

11 Adoptada por la Asamblea General de la ONU, en su resolución 3452 de 9 de diciembre de 1975 

12 Adoptada y abierta a la firma, ratificación y adhesión por la Asamblea General de la ONU en su resolución 39/46, de 
10 de diciembre de 1984. Entrada en vigor: 26 de junio de 1987. Ratificada por el Estado de Chile el 30 de septiembre de 
1988. 

13 Adoptada por la Asamblea General de la OEA en su decimoquinto período ordinario de sesiones. Entrada en vigor: 28 
de febrero de 1987. Ratificada por el Estado de Chile el 15 de septiembre de 1988. 

14 Adoptada y proclamada por la Asamblea General en su resolución 217 A (III), de 10 de diciembre de 1948 

15 Adoptado y abierto a la firma, ratificación y adhesión por la Asamblea General de la ONU en su resolución 2200 A 
(XXI), de 16 de diciembre de 1966. Entrada en vigor: 23 de marzo de 1976. Ratificada por el Estado de Chile el 10 de 
febrero de 1972. 

16 Adoptada por la IX Conferencia Internacional Americana realizada en Bogotá en 1948 

17 Suscrita en la Conferencia Especializada Interamericana sobre Derechos Humanos realizada en San José, Costa Rica 
desde 7 al 22 de noviembre de 1969. Entrada en vigor: 18 de julio de 1978. Ratificada por el Estado de Chile el 10 de 
octubre de 1990. 



claramente que “Nadie debe ser sometido a torturas ni a penas o tratos crueles, inhumanos o 

degradantes. Toda persona privada de libertad será tratada con el respeto debido a la dignidad 

inherente al ser humano”. A nivel interamericano18, se ha definido la tortura como “(…) todo acto 

realizado intencionalmente por el cual se inflijan a una persona penas o sufrimientos físicos o 

mentales, con fines de investigación criminal, como medio intimidatorio, como castigo personal, 

como medida preventiva, como pena o con cualquier otro fin. Se entenderá también como tortura la 

aplicación sobre una persona de métodos tendientes a anular la personalidad de la víctima o a 

disminuir su capacidad física o mental, aunque no causen dolor físico o angustia psíquica (…)”.  

 La distinción entre tortura y tratos crueles, inhumanos o degradantes, no ha sido unánime en 

la jurisprudencia internacional19, y la tendencia actual en el sistema universal, es calificar si acciones 

constituyen afectación de la integridad personal. A nivel regional, al estar las conductas prohibidas 

en el mismo artículo, se hace relativa también la diferenciación20. Así, la Corte IDH en un caso de 

abusos sobre personas detenidas, ha dicho que “cualquiera que haya sido la naturaleza de los actos 

aludidos, se trata de comportamientos estrictamente prohibidos por el Derecho Internacional de los 

Derechos Humanos”21.  

  Lo anterior nos permite considerar que la distinción sobre qué constituye Tortura o Trato 

Inhumano, Cruel o Degradante, es una consideración más bien estrictamente conceptual y que todo 

acto destinado a menoscabar la integridad personal de una persona, por regla general, está 

estrictamente prohibido, y por tanto, cabe dentro de la conducta típica del artículo 150-A del Código 

Penal.  

  Es aún más clara esta obligación hacia personas privadas de libertad bajo custodia estatal. 

La Corte IDH ha dicho que ineludiblemente “el Estado es responsable, en su condición de garante 

de los derechos consagrados en la Convención, de la observancia del derecho a la integridad 

personal de todo individuo que se halla bajo su custodia”22. El Relator Especial sobre la tortura y 

otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes, Señor Juan E. Méndez, en su Informe de 3 

de febrero de 2011, insiste en la importancia de vigilar los lugares de detención preventiva y elaborar 

medidas eficaces para prevenir la práctica de la tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos o 

degradantes, también en los centros de detención policial y los centros de detención preventiva. El 

Relator Méndez sostiene que “la experiencia demuestra que la mayoría de los actos de tortura, y 

ciertamente los más crueles y atroces, se producen en las primeras horas o días después del arresto 

de la persona, mientras se encuentra técnicamente bajo detención preventiva” (Sr. Juan E. Méndez, 

                                                 
18 Artículo 2 de la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura. 

19 O’Donell, Daniel. Derecho Internacional de los Derechos Humanos. Oficina Regional para América Latina y el Caribe 
del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos, 2da edición, p. 180 y ss. 

20 Cfr. MEDINA, Cecilia. La Convención Americana: Teoría y Jurisprudencia. Centro de Derechos Humanos. p. 144. 

21 Corte IDH. Caso Cantoral Benavides Vs. Perú. Fondo. Sentencia de 18 de agosto de 2000. Serie C No. 69, Párr. 95. 

22 Corte IDH. Caso del Penal Miguel Castro Castro Vs. Perú. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 25 de 
noviembre de 2006. Serie C No. 160, párr. 273 



Informe del Relator Especial sobre la tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos o 

degradantes, de 3.2.2001, a la Asamblea General de Naciones Unidad, A/HRC/15/52, p. 15). 

 

 

D. Obligación de investigar y sancionar los actos constitutivos de tortura. Rol del 

Ministerio público y del Poder Judicial 

 

 Los Estados al ratificar los instrumentos internacionales sobre Derechos Humanos, se 

comprometen a observar dos obligaciones principales, la obligación de respetar y la obligación de 

garantizar. 

 En palabras de la Corte IDH, “La primera obligación asumida por los Estados Partes, en los 

términos del citado artículo, es la de "respetar los derechos y libertades" reconocidos en la 

Convención.  El ejercicio de la función pública tiene unos límites que derivan de que los derechos 

humanos son atributos inherentes a la dignidad humana y, en consecuencia, superiores al poder del 

Estado.”23. Lo anterior, nos dice que el poder público en todas sus manifestaciones, debe observar y 

cumplir con todas los mandatos sobre Derechos Humanos establecidos en los instrumentos 

internacionales. 

 En cuanto a la obligación de garantizar, “(…) implica el deber de los Estados Partes de 

organizar todo el aparato gubernamental y, en general, todas las estructuras a través de las cuales 

se manifiesta el ejercicio del poder público, de manera tal que sean capaces de asegurar 

jurídicamente el libre y pleno ejercicio de los derechos humanos.  Como consecuencia de esta 

obligación los Estados deben prevenir, investigar y sancionar toda violación de los derechos 

reconocidos por la Convención y procurar, además, el restablecimiento, si es posible, del derecho 

conculcado y, en su caso, la reparación de los daños producidos por la violación de los derechos 

humanos”24.  

 Específicamente, la obligación de investigar implica, “una obligación de medio y no de 

resultado, que debe ser asumida por el Estado como un deber jurídico propio y no como una simple 

formalidad condenada de antemano a ser infructuosa. La obligación del Estado de investigar debe 

cumplirse diligentemente para evitar la impunidad y que este tipo de hechos vuelvan a repetirse. En 

este sentido, la Corte recuerda que la impunidad fomenta la repetición de las violaciones de 

derechos humanos.”25. Por otra parte, la Corte IDH “ha advertido que esta obligación se mantiene 

‘cualquiera sea el agente al cual pueda eventualmente atribuirse la violación, aún los 

                                                 
23 Corte IDH. Caso Velásquez Rodríguez Vs. Honduras. Fondo. Sentencia de 29 de julio de 1988. Serie C No. 4. Párr. 
165. 

24 Corte IDH. Caso Velásquez Rodríguez Vs. Honduras. Fondo. Sentencia de 29 de julio de 1988. Serie C No. 4. Párr. 
166. Subrayado agregado. 

25 Corte IDH. Caso González y otras (“Campo Algodonero”) Vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 16 de noviembre de 2009. Serie C No. 205. Párr. 289. Subrayado agregado. 



particulares, pues, si sus hechos no son investigados con seriedad, resultarían, en cierto modo, 

auxiliados por el poder público, lo que comprometería la responsabilidad internacional del Estado’”26. 

 Por lo anterior es a través de la actuación de investigación y sanción de parte del Ministerio 

Público y el Poder Judicial, que el Estado de Chile satisface sus obligaciones internacionales y 

garantiza la plena vigencia de los derechos fundamentales establecidos hacia todas las personas. 

 

 POR TANTO, de conformidad con lo establecido por los artículos 53, 111, 112 y 113 de 

nuestro Código Procesal Penal, y demás normas legales atingentes, 

 A US SOLICITO: se sirva tener por deducida querella criminal en contra de los funcionarios 

de carabineros pertenecientes a la dotación de la prefectura de cautín, y respecto de todos aquellos 

que resulten responsables de los hechos reseñados, en calidad de autores, cómplices o 

encubridores, los que son constitutivos  del delito contemplado en el artículo 150 A del Código Penal, 

en grado de consumado, cometido en perjuicio de don Alberto Pascual Curamil Millanao, acogerla a 

tramitación y remitirla al Ministerio Público a fin de que este organismo, a través de la fiscalía 

correspondiente, una vez concluida la investigación acuse a los responsables y estos sean 

condenados a las penas contempladas por la ley.  

 

PRIMER OTROSÍ: El artículo 2º de la Ley N° 20.405, que crea el Instituto Nacional de Derechos 

Humanos, dispone que “El Instituto tiene por objeto la promoción y protección de los derechos 

humanos de las personas que habiten en el territorio de Chile, establecidos en las normas 

constitucionales y legales; en los tratados internacionales suscritos y ratificados por Chile y que se 

encuentran vigentes, así como los emanados de los principios generales del derecho, reconocidos 

por la comunidad internacional.” Para cumplir con este objetivo, el INDH tendrá, entre otras 

facultades, las siguientes señaladas en el artículo 3° de la ley: 

 Comunicar al Gobierno y a los distintos órganos del Estado que estime convenientes, su 

opinión respecto de las situaciones relativas a los derechos humanos que ocurran en cualquier parte 

del país; y, 

 Promover que las prácticas nacionales se armonicen con los tratados internacionales de 

derechos humanos ratificados por Chile y que se encuentren vigentes, a fin que su aplicación sea 

efectiva; 

Asimismo según lo estipulado en el Artículo 3° N° 5.- Le corresponderá especialmente al Instituto: 

 Deducir acciones legales ante los tribunales de justicia, en el ámbito de su competencia. En 

ejercicio de esta atribución, además de deducir querella respecto de hechos que revistan carácter de 

crímenes de genocidio, de lesa humanidad o de guerra, tortura, desaparición forzada de personas, 

tráfico ilícito de migrantes o trata de personas, podrá deducir los recursos de protección y amparo 

                                                 
26 Corte IDH. Caso González y otras (“Campo Algodonero”) Vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 16 de noviembre de 2009. Serie C No. 205. Párr. 291. Subrayado agregado. 



consagrados respectivamente en los artículos 20 y 21 de la Constitución, en el ámbito de su 

competencia. 

 Según el artículo 4° de la citada ley, para cumplir sus atribuciones, el INDH podrá obtener 

todas las informaciones y documentos necesarios para el examen de las situaciones comprendidas 

en el ámbito de su competencia. 

 Por lo tanto, la legitimación activa para comparecer en calidad de interviniente, está dada por 

la ley 20.405 que crea el Instituto Nacional de Derechos Humanos que tiene por objeto la promoción 

y protección de los Derechos Humanos, y que en su artículo 3 N° 5 la faculta para deducir acciones 

legales ante los tribunales de justicia en el ámbito de su competencia. 

 POR TANTO: Pido se sirva tenerlo presente para todos los efectos legales. 

 

SEGUNDO OTROSÍ: Sírvase S.S. tener presente que, conforme lo disponen los artículos 22, 23 Y 

31 del Código Procesal Penal, mi parte propone que todas las resoluciones judiciales y actuaciones 

y diligencias del Ministerio Público le sean notificadas vía correo electrónico a la casilla de correo 

electrónico de  mrabanal@indh.cl; ltorres@indh.cl; y, rbustos@indh.cl  por ser ésta suficientemente 

eficaz y no causar indefensión 

 

TERCER OTROSÍ: Desde ya, solicito al señor Fiscal la realización de las siguientes diligencias: 

1) Decretar Orden de Investigar a la Policía de Investigaciones de Chile, a fin de que realice 

todas las diligencias que sean necesarias para la efectiva acreditación del hecho punible denunciado 

y para la acertada identificación de los responsables. 

2) Tomar declaración a don Alberto Pascual Curamil Millanao en su calidad de víctima. 

3) Tomar declaración a los funcionarios de carabineros de la segunda comisaría de Temuco, 

especialmente los encargados de la recepción de los detenidos en las dependencias de dicha 

comisaría el día 3 de febrero de 2014.  

4) Se oficie al Servicio Médico legal a fin de que se realicen peritajes psicológicos a la víctima, 

de acuerdo al “Manual para la investigación y documentación eficaces de la tortura y otros tratos o 

penas crueles, inhumanos o degradantes” conocido como Protocolo de Estambul. Se cite a declarar 

al personal médico que realizó la constatación de lesiones. 

5) Se oficie al Servicio de Urgencia del Hospital Regional de Temuco a fin de que remita copia 

del Registro de Atención de Urgencia de la víctima don Alberto Pascual Curamil Millanao del día 3 de 

febrero de 2014 como asimismo, de todos los exámenes, radiografías y antecedentes relacionados 

con su atención el día relacionado y otros que hayan sido pertinentes.  

6) Se identifique a los detenidos en el mismo vehículo policial que la víctima don Alberto 

Pascual Curamil Millanao el día 3 de febrero de 2014 y se les tome declaración en calidad de 

testigos. 

 

mailto:mrabanal@indh.cl
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CUARTO OTROSÍ: Solicito tener por acompañados los siguientes documentos y otros medios de 

prueba:  

1) Copia simple de la Sesión Constitutiva del Consejo del Instituto Nacional de Derechos Humanos, 

que con fecha 9 de Julio de 2013, que nombró directora a doña Lorena Fries Monleón. 

2) Set de fotografías de las lesiones causadas a don Alberto Pascual Curamil Millanao. 

3) CD con imágenes de la detención de la víctima y lesiones provocadas.   

  

QUINTO OTROSÍ: Ruego a US. Se sirva tener presente que designo como abogados(as) 

patrocinantes y confiero poder para representarme en esta causa a los abogados y abogadas del 

Instituto Nacional de Derechos Humanos, a Luis Torres González, c. id. N° 13.681.255-6,  

Marcos Rabanal Toro, c. id. 12.534.498-4, quienes podrán actuar en forma conjunta e indistinta en 

esta causa y suscriben el presente libelo en señal de aceptación del mandato judicial otorgado. Para 

efectos de acreditar la calidad de abogados(as), solicitamos se tenga presente lo contenido en el 

Autoacordado AD 754-2008, decretado por la Excma. Corte Suprema con fecha 08 de agosto de 

2008. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 


